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 SENTENCIA 
 
 Madrid, a diecinueve de junio de dos mil trece. 
 
 Visto el recurso contencioso-administrativo que ante esta Sección Sexta de la Sala de 
lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional y bajo el número 681/2011 se 
tramita a instancia de entidad TEBYCON S.A.U. , representada por la Procuradora Dª. 
Cristina Matud Juristo, contra Resolución de la Comisión Nacional de la Competencia, 
de fecha 19 de octubre de 2011, sobre prácticas anticompetitivas prohibidas en el 
artículo 1 de la Ley 15/2007, de 13 de julio, de Defensa de la Competenci a ; y 
en el que la Administración demandada ha estado representada y defendida por el Sr. 
Abogado del Estado. 
 
ANTECEDENTES DE HECHO 
 
 1. La parte actora interpuso, en fecha 19 de diciembre de 2011, este recurso; 
admitido a trámite y reclamado el expediente se le dio traslado para que formalizara la 
demanda, lo que hizo en tiempo; y en ella realizó una exposición fáctica y la alegación 
de los preceptos legales que estimó aplicables, concretando su petición en el suplico de 
la misma, en el que literalmente dijo: 
 
 " SUPLICO A LA SALA : que tenga por presentado este escrito con sus copias y ,los 
documentos que la acompañan, con el expediente administrativo que se devuelve, por 
deducida la demanda y previos los trámites sucesivos que sean de Ley, dictar en su día 
sentencia por la que estimando íntegramente el recurso, se acuerde la Nulidad de la 
Resolución recurrida por los siguientes motivos: 
 
 1) Incompetencia de la Comisión Nacional de la Competencia para la apertura la 



resolución del Expediente Sancionador S/226/10 Licitaciones de carreteras, de fecha 
19/OCT/11 en virtud de la cual se acuerda imponer una sanción a mi representada por 
importe de UN MILLON CIENTO DIECIOCHO MIL CIENTO SESENTA Y CINCO EUROS ( 
1.118.165€) 
 
 2) Falta de aportación de los informes preceptivos del Tribunal de Defensa de la 
Competencia de la Comunidad Autónoma de Castilla y León y del Servicio Regional de 
defensa de la Competencia de la Comunidad Autónoma de Murcia, a que se refiere el 
artículo 33.2 del RDC. 
 
 3) Falta de notificación de todos los actos administrativos a la Administración 
concursal de mi representada, desde el 17/NOV/2010 contraviniendo las exigencias de 
la Ley concursal, siendo necesaria la intervención concursal en el expediente que nos 
ocupa. 
 
 4) Ausencia de las conductas infractoras contenidas en la resolución, llevadas a cabo 
por mi representada. 
 
 Subsidiariamente, para el improbable supuesto en que no sea revocada la Resolución 
Sancionadora, se acuerde reducir la sanción en los siguientes términos: 
 
 1. A la cantidad que se obtenga de aplicar los coeficientes de ponderación regulados 
en la propia Resolución que ahora se impugna, a los importes que configuran la base 
imponible detallada en el hecho cuarto. 
 
 2. Sobre la reducción anterior, aplicar la reducción respecto del porcentaje de 
aplicación a la anterior base imponible, por aplicación de los criterios de graduación 
previstos en el art. 64 de la Ley 15/2007 de defensa de la competencia, los cuáles se 
han obviado." 
 
 2. De la demanda se dio traslado al Sr. Abogado del Estado, quien en nombre de la 
Administración demandada contestó en un relato fáctico y una argumentación jurídica 
que sirvió al mismo para concretar su oposición al recurso en el suplico de la misma, 
en el cual solicitó: "dicte Sentencia desestimatoria, con expresa condena en costas a la 
recurrente" 
 
 3. Solicitado el recibimiento a prueba del recurso, la Sala dictó auto, de fecha 28 de 
enero de 2013 acordando el recibimiento a prueba habiéndose practicado la propuesta 
y admitida con el resultado obrante en autos, tras lo cual siguió el trámite de 
Conclusiones; finalmente, mediante providencia de 30 de abril de 2013 se señaló para 
votación y fallo el día 18 de junio de 2013, en que efectivamente se deliberó y votó. 
 
 4. En el presente recurso contencioso-administrativo no se han quebrantado las 
formas legales exigidas por la Ley que regula la Jurisdicción. Y ha sido Ponente la 
Ilma. Sra. Dª MARIA ASUNCION SALVO TAMBO, Presidente de la Sección. 
 
FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
 
 1. Es objeto de impugnación en este recurso contencioso-administrativo la Resolución 
dictada por el Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia el día 19 de octubre 
de 2011 ( expediente sancionador S/00226/10 , LICITACIONES DE CARRETERAS), 
incoado por la Dirección de Investigación de la CNC contra 53 empresas del sector de 
la construcción, entre ellas la ahora recurrente, TEBYCON S.A.U, por posibles prácticas 



anticompetitivas prohibidas en el artículo 1 de la Ley 15/2007, de 13 de julio, de 
Defensa de la Competencia consistente en acuerdos de reparto de licitaciones y fijación 
de precios de cara a concursos públicos para la conservación, mejora, renovación y 
rehabilitación de firmes y plataformas convocados en todo el territorio nacional. 
 
 La parte dispositiva de la Resolución impugnada establece en lo que a la hoy actora 
concierne, lo siguiente: 
 
 "Declarar que en el presente expediente se ha acreditado una infracción del artículo 1 
de la Ley 15/2007 de la que es responsable TEBYCON S.A. 
 
 Imponer una multa de 1.118.165€ a TEBYCON S.A. " 
 
 2. Los antecedentes de Hecho de la Resolución impugnada, tal y como en la misma se 
recogen y en lo que a la hoy actora afecta, son resumidamente lo siguiente: 
 
 "1.51. TEBYCON S.A . Localizada en Burgos, se trata de una empresa dedicada al 
sector de la construcción y servicios, que opera en los ámbitos de obras de 
infraestructura e ingeniería civil, edificaciones e infraestructura Industrial, 
rehabilitaciones, energía Renovables, servicios y medio ambiente. Su accionista único 
es el GRUPO ARCONTE 2000 SL (100%), al que también pertenece CONALVI SL, que 
es otra empresa imputada en este expediente. esta empresa fue inspeccionada por la 
CNC el 15 d octubre de 2009." 
 
 En concreto, se trata aquí de tres licitaciones : 
 
 1) Avila-32-2970. 
 
 2) Murcia 32-5630. 
 
 3) Burgos 4.1-29 (dos en UTE con CONALVI, S.L. (32-AV-2970 y 32-MU-5630). 
 
 Su identidad aparece reflejada en documentación que acredita la colusión en dichas 
licitaciones tal y como se detalla en los HP (4, 5 y 6.2). Además revela que ha 
participado en 2 reuniones 16 de diciembre de 2008 y 16 de junio de 2009. A la 
reunión de 16 de diciembre de 2008 asistió una persona en representación de los 
intereses de CONALVI y TEBYCON en estas licitaciones, que formuló sus ofertas. 
 
 Por tanto, TEBYCON, S.A. debe ser considerada responsable de la infracción por su 
participación en el acuerdo ilícito relativo a las licitaciones 32-AV-2970 y32-MU-5630 
convocadas por el Ministerio de Fomento. 
 
 TEBYCON notificó el 17 de noviembre de 2010 que ha sido declarada en Concurso de 
Acreedores Voluntario 
 
 3. En la demanda se combate la Resolución impugnada sobre la base de los motivos 
siguientes: 
 
 - Incompetencia territorial del órgano administrativo e infracción del artículo 5.4 de la 
Ley 1/2002 de Coordinación de las Competencias del Estado y las Comunidades 
Autónomas en materia de Defensa de la Competencia. 
 
 - Vulneración de la presunción de inocencia. 



 
 - Por último, vulneración del artículo 64 de la Ley de Defensa de la Competencia en la 
cuantificación de la sanción. 
 
 4. Entiende la actora que la imputación contra las empresas recurrentes consiste en 
la realización de una conducta colusoria en un concurso público convocado por una 
empresa pública de la Comunidad Autónoma de Castilla y León y, según su criterio, tal 
actuación no trascendería el ámbito de la Comunidad Autónoma que tiene asumidas 
atribuciones en materia de Defensa de la Competencia con arreglo a la Ley 1/2002 
pero, ni este argumento, ni el relativo a la pretendida vulneración del artículo 5.4 de la 
Ley 1/2002 (al no haberse solicitado informe de la Comunidad Autónoma de Castilla y 
León) pueden prosperar. 
 
 En efecto la conducta sancionada ha sido ya analizada en numerosas sentencias por 
esta misma Sala y Sección en numerosos recursos interpuestos por muchas de las 
empresas sancionadas en la misma Resolución de la CNC que es objeto de la actual 
impugnación. Por cierto, en dichas sentencias, en su mayoría, ha sido ratificada la 
actuación administrativa llevada a cabo por la Comisión Nacional de la Competencia 
(incluida la SAN 695/2011 en la que analizábamos la participación de otra empresa en 
la misma licitación a la que se refiere el presente recurso 4.1 -BU- 29, es decir en el 
mismo ámbito de la referida Comunidad Autónoma, pero no por ello la conducta 
sancionada deja de exceder, como tampoco ahora, el ámbito autonómico. 
 
 Por la misma razón no ha existido vulneración del artículo 5.4 de la Ley 1/2002 , ya 
que para solicitar el informe preceptivo a que se refiere dicho precepto es necesario 
que la conducta afecte de modo significativo en el territorio de la respectiva 
Comunidad Autónoma, siendo así que en dicho territorio en este caso únicamente se 
celebró una de las licitaciones afectadas por el expediente, que es justamente en la 
que participó la recurrente. La afectación significativa se produce a nivel de todo el 
territorio nacional, y el hecho de que una licitación tuviera lugar en el territorio de una 
concreta Comunidad Autónoma, incluso siendo convocada por una empresa pública 
autonómica, no conlleva per se una afectación significativa en el ámbito de dicha 
Comunidad, sin que por lo demás exista prueba alguna de la alegada aceptación. 
 
 5 . Tambien la Sala ha dado ya respuesta al resto de las cuestiones planteadas por lo 
que debemos atenernos a lo ya declarado entre otras, en las indicadas sentencias en 
aplicación del principio de igualdad en la aplicación de la ley. 
 
 Particularmente la actora con carácter subsidiario error en la cuantificación de la 
sanción: 
 
 En primer lugar por una indebida consideración del mercado relevante afectado. En 
segundo lugar por un error en la determinación de la duración de la infracción, y por 
último, arbitrariedad en la cuantificación de la sanción por no estar esta debidamente 
individualizada. 
 
 La CNC en la resolución impugnada parte de la base de la gravedad de las conductas 
sancionadas, y recuerda que según el artículo 63.1.letra c) pueden ser multadas las 
empresas responsables de una infracción muy grave tipificada en el artículo 62.4.a) de 
la ley 15/2007 "con multa de hasta el 10 por ciento del volumen de negocios total de 
la empresa infractora en el ejercicio inmediatamente anterior al de imposición de la 
multa". 
 



 La CNC ha optado por establece un importe básico, que es "una proporción del 
volumen de ventas afectado por la infracción." Sobre el que se aplicarán los criterios 
que recoge el artículo 64, y en concreto, en las letras a) a e) es decir, "a) La dimensión 
y características del mercado afectado por la infracción; b) La cuota de mercado de la 
empresa o empresas responsables; c) El alcance de la infracción; d) La duración de la 
infracción; e) El efecto de la infracción sobre los derechos y legítimos intereses de los 
consumidores y usuarios o sobre otros operadores económicos". 
 
 Con este fundamento, se parte de la base de que la actuación ilícita afectaba a 
licitaciones públicas del ámbito de la conservación, mejora, refuerzo, renovación, 
rehabilitación de firmes y plataformas (carreteras, autovías, etc.), y se parte solo del 
volumen de negocios correspondiente a las licitaciones de mejora, refuerzo y 
rehabilitación de firmes y plataformas: dice literalmente la resolución que "Se trata 
siempre de obras que tienen que ver con la mejora y conservación del estado del 
firme, no a contratos de servicios. Es a ello obviamente a lo que la Dirección de 
Investigación se refería y lo que debe considerarse a efectos del volumen de ventas 
afectado, de la misma forma que algunas de las partes hablan también en sus escritos 
de obras de conservación". 
 
 La dimensión del mercado es nacional: como señala la CNC, las empresas se 
presentan a licitaciones de obras a ejecutar por todo el territorio nacional. Incluso 
cuando la Administración que convoca es autonómica pueden presentarse empresas de 
cualquier parte del territorio. La Sala comparte la consideración de que " Las empresas 
que cuentan con los medios técnicos y económicos pueden concurrir 
independientemente de quien sea la autoridad que convoque. Esta sustituibilidad entre 
licitaciones desde el lado de la oferta lleva necesariamente a definir un único mercado 
para todas . " 
 
 El criterio que la CNC ha elegido para determinar la proporcionalidad inicialmente, es 
correcto, pues tiene en consideración el alcance de la participación de la empresa en la 
infracción, por entender que no pueden ser sancionadas de igual forma, siempre sobre 
la base del volumen de negocios afectado, empresas que tuvieron una implicación 
mínima que las que tuvieron una implicación máxima. En este caso, la empresa solo 
participó en dos licitaciones. 
 
 La CNC ha razonado que "La infracción es muy grave y ha tenido efectos que han sido 
constatados. Como muchas de las partes alegan, es cierto que la colusión se ha 
acreditado en un número limitado de licitaciones del total de las convocadas, lo que 
debe ser tenido en cuenta a la hora de fijar el coeficiente de sanción. Pero también es 
necesario tener en cuenta el número de licitaciones en que ha participado cada 
empresa. Por ello, se considera adecuado aplicar un porcentaje del 5% a las que hayan 
participado en una sola de las licitaciones, incrementando dicho coeficiente en dos 
puntos adicionales por cada licitación en la que la empresa haya participado, 
limitándolo como máximo a un porcentaje del 30%. " 
 
 Se parte del volumen de negocios de conservación, mejora, refuerzo, renovación, 
rehabilitación de firmes y plataformas (carreteras, autovías, etc.) en 2008 y 2009 que 
cada empresa ha aportado en respuesta al requerimiento de información de la 
Dirección de Investigación de 21 de septiembre de 2010 y, en su caso, al 
requerimiento realizado por el Consejo de a CNC mediante Acuerdo de 19 de julio de 
2011. Se ha minorado en el importe de las obras de construcción cuando la empresa 
afectada justificó que el volumen de negocios en su día remitido incluía tales cifras, o 
que se incluían cifras de contratos de servicios de conservación. ( SAN de 28 de 



noviembre de 2012, dictada en el Recurso 635/2011 ). 
 
 Asimismo en nuestra SAN de 4 de enero de 2013 (Rec. 631/2011 ) acabamos de 
decir: 
 
 Considera, por último la actora que la sanción impuesta ha sido cuantificada 
erróneamente. A su juicio ha existido una incorrecta delimitación del mercado 
relevante, deben excluirse las licitaciones adjudicadas o cuyas ofertas se hayan 
presentado con anterioridad a 2008. Así la cifra a tomar en consideración para el 
cálculo de la sanción sería la de 815.890 euros, cantidad que se correspondería con la 
única obra adjudicada a PADELSA dentro del período de la infracción, en el mercado de 
producto definido por la Resolución y además por procedimiento restringido que es la 
obra "Rehabilitación estructural del firme en las carreteras N-344, P.K.31 al 67 y 
73,800 al 101,500 y la MU-30, PP.KK.0,000 al 9,900. Provincia de Murcia" . 
 
 También alega que el limitado efecto que habría tenido la infracción no justificaría en 
ningún caso una sanción superior al 12% del supuesto volumen de negocios afectado y 
que la CNC no ha valorado la delicada situación financiera de la recurrente ni las 
previsiones de caída drástica de la inversión pública. 
 
 La CNC en la resolución impugnada parte de la base de la gravedad de las conductas 
sancionadas, y recuerda que según el artículo 63.1.letra c) pueden ser multadas las 
empresas responsables de una infracción muy grave tipificada en el artículo 62.4.a) de 
la ley 15/2007 "con multa de hasta el 10 por ciento del volumen de negocios total de 
la empresa infractora en el ejercicio inmediatamente anterior al de imposición de la 
multa". . 
 
 La CNC ha optado por establece un importe básicos, que es "una proporción del 
volumen de ventas afectado por la infracción." Sobre el que se aplicarán los criterios 
que recoge el artículo 64, y en concreto, en las letras a) a e) es decir, "a) La dimensión 
y características del mercado afectado por la infracción; b) La cuota de mercado de la 
empresa o empresas responsables; c) El alcance de la infracción; d) La duración de la 
infracción; e) El efecto de la infracción sobre los derechos y legítimos intereses de los 
consumidores y usuarios o sobre otros operadores económicos". 
 
 Con este fundamento, se parte de la base de que la actuación ilícita afectaba a 
licitaciones públicas del ámbito de la conservación, mejora, refuerzo, renovación, 
rehabilitación de firmes y plataformas (carreteras, autovías, etc.), y se parte solo del 
volumen de negocios correspondiente a las licitaciones de mejora, refuerzo y 
rehabilitación de firmes y plataformas: dice literalmente la resolución que "Se trata 
siempre de obras que tienen que ver con la mejora y conservación del estado del 
firme, no a contratos de servicios. Es a ello obviamente a lo que la Dirección de 
Investigación se refería y lo que debe considerarse a efectos del volumen de ventas 
afectado, de la misma forma que algunas de las partes hablan también en sus escritos 
de obras de conservación . " 
 
 La dimensión del mercado es nacional: como señala la CNC, las empresas se 
presentan a licitaciones de obras a ejecutar por todo el territorio nacional. Incluso 
cuando la Administración que convoca es autonómica pueden presentarse empresas de 
cualquier parte del territorio. La Sala comparte la consideración de que " Las empresas 
que cuentan con los medios técnicos y económicos pueden concurrir 
independientemente de quien sea la autoridad que convoque. Esta sustituibilidad entre 
licitaciones desde el lado de la oferta lleva necesariamente a definir un único mercado 



para todas . " 
 
 El criterio que la CNC ha elegido para determinar la proporcionalidad inicialmente, es 
correcto, pues tiene en consideración el alcance de la participación de la empresa en la 
infracción, por entender que no pueden ser sancionadas de igual forma, siempre sobre 
la base del volumen de negocios afectado, empresas que tuvieron una implicación 
mínima que las que tuvieron una implicación máxima. 
 
 En cuanto a la no aplicabilidad del párrafo II del apartado 14 de la Comunicación de la 
CNC sobre el cálculo del importe de las multas, esta Sala estima que no se ha 
razonado por la resolución. En efecto, al analizar los efectos se señala que " Se ha 
acreditado que en estas licitaciones los acuerdos colusorios desplegaron sus efectos y 
las bajas se vieron alteradas en beneficio de las empresas y en detrimento del 
presupuesto público. Obviamente ha existido un beneficio ilícito procedente de esta 
conducta cuyo reparto a ciencia cierta no se conoce con detalle para las 14 licitaciones 
" y a continuación se señala: 
 
 "Resultan inaceptables los argumentos esgrimidos por algunas empresas de que este 
tipo de colusión no afecta significativamente a los consumidores o de que en ausencia 
de ella el resultado hubiera sido el mismo. Pocas infracciones pueden dañar tanto y a 
una base tan amplia. Al suponer un mayor coste de la licitación y, con ello, un mayor 
cargo presupuestario, está afectando nada menos que a todos los contribuyentes. 
Merece la máxima reprobación las conductas de quienes están dispuestos a realizar 
bajas cercanas al 30% y se ponen de acuerdo para realizarlas del orden del 3%, 
dividiéndose entre los participantes ese ilícito beneficio, que no se puede ocultar 
resulta paralelo al perjuicio que a la Administración que convoca el concurso, y en 
definitiva al conjunto de los ciudadanos, ocasiona. " 
 
 Pero donde a juicio del Abogado del Estado se está recogiendo que el mercado en el 
que se ha producido la colusión corresponde a un input productivo susceptible de 
provocar efectos en cascada en otros mercados es cuando la resolución señala que la 
distorsión de las bajas contribuye a falsear los precios del mercado, porque se indica 
que de acuerdo con la Ley de Contratos del Sector Público los órganos de contratación 
deben tratar de que los precios se ajusten a los que dicta el mercado. Se cita 
expresamente, el artículo 76.2 dispone sobre el cálculo del valor estimado de los 
contratos: 
 
 "La estimación deberá hacerse teniendo en cuenta los precios habituales en el 
mercado, y estar referida al momento del envío del anuncio de licitación o, en caso de 
que no se requiera un anuncio de este tipo, al momento en que el órgano de 
contratación inicie el procedimiento de adjudicación del contrato...". 
 
 La CNC no ha fundamentado el porcentaje en esta parte de la Comunicación, y por 
esta razón no ha realizado argumentación alguna sobre el hecho de que es procedente 
aumentar hasta el 30% el porcentaje, cuando se trata de un mercado que corresponde 
a un input productivo susceptible de provocar efectos en cascada a distintos mercados. 
Pero esta falta de razonamiento carece de consecuencias a los efectos estudiados. 
 
 La CNC ha razonado que "La infracción es muy grave y ha tenido efectos que han sido 
constatados. Como muchas de las partes alegan, es cierto que la colusión se ha 
acreditado en un número limitado de licitaciones del total de las convocadas, lo que 
debe ser tenido en cuenta a la hora de fijar el coeficiente de sanción. Pero también es 
necesario tener en cuenta el número de licitaciones en que ha participado cada 



empresa. Por ello, se considera adecuado aplicar un porcentaje del 5% a las que hayan 
participado en una sola de las licitaciones, incrementando dicho coeficiente en dos 
puntos adicionales por cada licitación en la que la empresa haya participado, 
limitándolo como máximo a un porcentaje del 30%." Es decir, se llega al 30% por una 
razón que no guarda relación con el apartado 14. 
 
 Se parte del volumen de negocios de conservación, mejora, refuerzo, renovación, 
rehabilitación de firmes y plataformas (carreteras, autovías, etc.) en 2008 y 2009 que 
cada empresa ha aportado en respuesta al requerimiento de información de la 
Dirección de Investigación de 21 de septiembre de 2010 y, en su caso, al 
requerimiento realizado por el Consejo de a CNC mediante Acuerdo de 19 de julio de 
2011. Se ha minorado en el importe de las obras de construcción cuando la empresa 
afectada justificó que el volumen de negocios en su día remitido incluía tales cifras, o 
que se incluían cifras de contratos de servicios de conservación. 
 
 La ley no ha previsto que se considere circunstancia atenuante la situación financiera 
de la empresa ni la situación de crisis económica, como tampoco es circunstancia 
agravante la buena situación económica de la entidad o general. 
 
 En la decisión de la Comisión Europea de 23 de junio de 2010 asunto COMP/39092 se 
analizó el problema que suscita la recurrente desde el punto de vista de la llamada 
"incapacidad contributiva" en los siguientes términos: 
 
 "(17) Diez empresas alegaron su incapacidad contributiva al amparo del apartado 35 
de las Directrices sobre Multas de 2006. La Comisión examinó dichas alegaciones y 
analizó cuidadosamente la situación financiera de dichas empresas y el contexto 
económico y social particular. 
 
 (18) A la hora de evaluar la situación financiera de la empresa, la Comisión examinó 
las declaraciones financieras recientes y actuales de la empresa, así como sus 
proyecciones para ejercicios venideros. La Comisión consideró una serie de coeficientes 
financieros que medían la solidez, rentabilidad, solvencia y liquidez de las empresas, 
así como su situación de capital y flujo de tesorería. Además, la Comisión tuvo en 
cuenta las relaciones con los socios financieros exteriores, tales como los bancos y los 
accionistas. El análisis también tuvo en cuenta los planes de reestructuración. 
 
 (19) La Comisión evaluó el contexto económico y social particular de cada empresa 
cuya situación financiera se constató que era suficientemente crítica. En este contexto, 
se tuvo en cuenta el impacto de la crisis económica y financiera mundial en el sector 
de los productos para el cuarto de baño. La Comisión también llegó a la conclusión, 
válida para las cinco empresas afectadas, de que la multa causaría una pérdida 
significativa de valor de sus activos. 
 
 (20) Como resultado del análisis de la Comisión, las multas de tres empresas se 
redujeron en un 50 % y las de otras dos, en un 25 %, dada su difícil situación 
financiera." 
 
 De cuanto queda expuesto resulta la desestimación del presente recurso. 
 
 6 . La reforma de la ley jurisdiccional en materia de costas procesales se publicó en el 
BOE de 11 de octubre de 2011, señalando su disposición final que entraría en vigor a 
los veinte días de dicha publicación. Por lo tanto entró en vigor el día 31 de octubre de 
2011 y quedó redactado como sigue: 



 
 "art. 139.1. En primera o única instancia, el órgano jurisdiccional, al dictar sentencia 
o al resolver por auto los recursos o incidentes que ante el mismo se promovieren, 
impondrá las costas a la parte que haya visto rechazadas todas sus pretensiones, salvo 
que aprecie y así lo razone, que el caso presentaba serias dudas de hecho o de 
derecho." 
 
 En consecuencia, y habiéndose interpuesto este recurso el día 19 de diciembre de 
2011 procede la condena en costas a la parte actora. 
 
F A L L O 
 
 En atención a lo expuesto la Sección Sexta de la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional ha decidido: 
 
 DESESTIMAR 
 
 el recurso contencioso-administrativo interpuesto por la representación procesal de la 
sociedad TEBYCON S.A. , contra la resolución de la Comisión Nacional de la 
Competencia, de fecha 19 de octubre de 2011, a que las presentes actuaciones se 
contraen y, en consecuencia, confirmar la resolución impugnada por su conformidad a 
Derecho. 
 
 Con expresa imposición de costas a la recurrente. 
 
 Al notificarse la presente sentencia se hará la indicación de recursos que previene el 
artículo 248.4 de la Ley Orgánica 6/1985 de 1 de julio, del Poder Judicial . 
 
 Así por esta nuestra Sentencia, testimonio de la cual será remitido en su momento a 
la Oficina Pública de origen, a los efectos de legales oportunos, junto con el expediente 
de su razón, en su caso, lo pronunciamos, mandamos y firmamos. 
 
 PUBLICACIÓN Leída y publicada ha sido la anterior Sentencia por la Magistrada 
Ponente en la misma, Ilma. Sra. Dª MARIA ASUNCION SALVO TAMBO estando 
celebrando Audiencia Pública la Sala de lo Contencioso-Administrativo Doy fe. 


